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reconoce en su artículo 41 el derecho a una buena administración, por lo que «toda persona tiene derecho 
a que las instituciones, órganos y organismos de la Unión traten sus asuntos imparcial y equitativamente 
y dentro de un plazo razonable».

El problema se acentúa cuando las administraciones públicas experimentan un cambio de paradigma 
en lo que atañe a la atención al público de manera presencial, donde se evidencia una situación de 
coexistencia entre las dos vías de atención y relación —digital y presencial— entre la Administración 
pública y la ciudadanía, aunque de manera profundamente desigual entre una y otra. Es evidente que el 
avance en la Administración electrónica genera múltiples beneficios y que, además, es un derecho 
recogido en la legislación, pero también deja atrás a muchas personas que necesitan realizar sus 
gestiones, tanto en la Administración Pública como en la gestión de los suministros esenciales, de manera 
presencial a causa de la ausencia de competencias digitales determinada por factores de edad, de 
situación socioeconómica o de género. En resumen, mientras se avanza en el progreso y modernización 
de la relación de la Administración pública con los ciudadanos y ciudadanas, hace falta disponer de 
mecanismos que sean eficaces para garantizar el acceso en igualdad de todos los servicios, tanto en 
aquellos relacionados con los poderes públicos como en aquellos que garanticen que la Administración 
Pública sirve con objetividad los intereses generales de todos los ciudadanos y ciudadanas.

En definitiva, la ciudadanía tiene derecho a relacionarse con la Administración Pública, ya sea de 
manera personalizada o digital, y de ningún modo queda obligada a hacerlo de la segunda forma. Pero si, 
en una situación como es una pandemia, la atención personalizada y presencial queda colapsada e 
imposibilitada, y solo queda la vía digital, es evidente que o se establecen mecanismos para garantizar el 
acceso a esa relación o se estará incurriendo, día tras día, a la vulneración de los derechos de la 
ciudadanía.

Por todo ello el Grupo Parlamentario Confederal de Unidas Podemos-En Comú Podem-Galicia en 
Común presenta la siguiente

Proposición no de Ley

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1.  Adoptar las medidas que sean necesarias para que la Administración General del Estado y sus 
organismos dependientes garanticen la atención presencial y efectiva a la ciudadanía en sus 
dependencias.

2.  Estudiar e impulsar, en coordinación y previo acuerdo con las comunidades autónomas, las 
reformas de la legislación básica oportunas a fin y efecto de que el conjunto de las administraciones 
públicas, estatal, autonómica y local garanticen que todos los ciudadanos y ciudadanas que lo deseen 
puedan ser atendidas de manera presencial en condiciones de igualdad.

3.  Establecer, dentro del ámbito competencial que corresponde a la Administración General del 
Estado, las exigencias mínimas que deben cumplir aquellas empresas que presten servicios esenciales, 
como los prestados por las entidades bancarias, y suministros básicos a la ciudadanía, como el acceso al 
agua, a la electricidad y al gas, para que habiliten procedimientos y mecanismos que permitan a dicha 
ciudadanía solicitar y recibir atención personalizada de manera efectiva, con especial atención a las 
personas y colectivos en situación de vulnerabilidad.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 18 de febrero de 2022.—Laura López Domínguez, Diputada.—
Aina Vidal Sáez, Portavoz del Grupo Parlamentario Confederal de Unidas Podemos-En Comú Podem-
Galicia en Común.

162/000950

A la Mesa del Congreso de los Diputados

Los Grupos Parlamentarios abajo firmantes, de conformidad con el artículo 193 y siguientes del 
Reglamento de la Cámara, presentan la siguiente Proposición no de Ley por la que se encomienda al 
Defensor del Pueblo la creación de una Comisión independiente con el encargo de elaborar un Informe 
sobre las denuncias por abusos sexuales en el ámbito de la Iglesia católica y el papel de los poderes 
públicos, para su debate en Pleno. cv
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Exposición de motivos

Los abusos y las agresiones sexuales en la infancia y la adolescencia constituyen un grave problema 
de salud pública y de vulneración de los derechos de los y las menores.

Los casos de abusos y agresiones sexuales sobre niños, niñas y adolescentes en el seno de la Iglesia 
católica que se están dando a conocer generan una gran alarma social. Múltiples iniciativas impulsadas 
en países de nuestro entorno constituyen suficientes precedentes como para abordar esta cuestión con el 
máximo rigor y atención.

Se trata de graves vulneraciones de los derechos de los menores, cometidas a lo largo del tiempo, con 
importantes repercusiones y secuelas sobre su salud y desarrollo, condicionando su vida adulta. Además, 
en demasiadas ocasiones, las víctimas de este maltrato se han visto solas, indefensas y desatendidas.

El «John Jay Report», publicado en el año 2004 en los Estados Unidos de América, constituye el 
primer estudio sistemático del fenómeno de los abusos sexuales a niños y niñas en el seno de la Iglesia 
católica.

En Europa se han creado también diferentes comisiones sobre este mismo fenómeno. El informe 
«Ryan Report», publicado en 2009 en la República de Irlanda, se realizó por la Comisión gubernamental 
de Investigación sobre Abusos Sexuales a Niños. Reino Unido, Alemania, Portugal, y más recientemente, 
Francia, desarrollaron también investigaciones a través de comisiones, independientes o gubernamentales.

Los afectados tienen derecho a la información veraz, al reconocimiento como víctimas y a la protección 
y reparación debidas. La sociedad en su conjunto y, en especial las familias de las víctimas, tienen derecho 
a conocer, prevenir y garantizar la protección de sus miembros más vulnerables ante este tipo de conductas.

El conjunto de las administraciones tienen el derecho y el deber de contar con la información precisa, 
desde las perspectivas más amplias y diversas, para cumplir con sus funciones de salvaguarda de los 
derechos de la infancia y la adolescencia.

En este sentido, la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño asegura a niños, 
niñas y adolescentes el derecho a la protección frente a las violencias sexuales, instando a los Estados a 
adoptar las políticas necesarias para hacer efectivo tal derecho. Y en el mismo sentido se pronuncia la 
Convención contra Todas las Formas de Discriminación contra las Mujeres.

Además, el artículo 3 del Convenio Europeo de Derechos Humanos establece un mandato claro a los 
Estados para que establezcan medidas y garantías que impidan tratos inhumanos y degradantes, también 
a los niños y las niñas.

Cabe recordar que las Cortes Generales aprobaron recientemente la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, 
de Protección Integral a la Infancia y la Adolescencia frente a la violencia, que incorpora a nuestro 
ordenamiento jurídico herramientas de protección actualizadas y eficaces, conforme al derecho internacional.

El propósito último y principal de la presente iniciativa es mejorar la prevención, ofrecer la mejor 
protección posible y asegurar la reparación a las víctimas, para lo que es conveniente tener en cuenta los 
precedentes de investigaciones en otros países.

No se trata de prejuzgar ni de poner en tela de juicio a una institución en su conjunto, sino de adoptar 
un marco de actuación centrado en el interés y protección de las víctimas, incluyendo su intimidad y 
anonimato cuando así lo consideren. Ese es el motivo por el que se han de investigar las execrables 
conductas personales cometidas contra niños y niñas indefensos, de forma que se puedan sacar a la luz, 
y conocer tanto las personas que cometieron los abusos como a quienes los ocultaron o ampararon.

Por ello, en primer lugar, es preciso conocer la entidad del fenómeno, determinar sus características 
y verificar qué circunstancias han permitido no solo que se produzcan abusos a niños y niñas por parte de 
miembros de la Iglesia católica, seglares o religiosos, sino también que estos abusos hayan perdurado en 
el tiempo.

En segundo lugar, es preciso que se analicen las posibilidades de mejorar, tanto nuestro ordenamiento 
jurídico como el funcionamiento de las administraciones, al objeto de acometer las necesarias reformas que 
refuercen la prevención de los abusos sexuales a niños y niñas, e incrementen la protección de las víctimas.

Finalmente, en tercer lugar, tras la determinación de la entidad de este fenómeno, y tras el análisis de 
las debilidades sistémicas que han permitido el desamparo de las víctimas, es necesario que se analice 
la posibilidad de establecer los necesarios mecanismos de reparación.

De las experiencias habidas en otros Estados, la que mejor parece haber alcanzado estos objetivos 
es la de una comisión independiente, alejada de la diatriba política. Algunas de estas comisiones 
independientes, como el caso citado de Francia, fueron impulsadas por la propia institución eclesial, 
circunstancia que no se ha dado en el Estado español, salvo de forma local y esporádica.
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El Defensor del Pueblo es el Alto Comisionado de las Cortes Generales, encargado de defender los 
derechos fundamentales y las libertades públicas de la ciudadanía. En el desarrollo de sus funciones, el 
Defensor elabora informes y estudios monográficos sobre diferentes cuestiones.

El estudio de las denuncias sobre abusos sexuales a menores en el ámbito de la Iglesia católica en 
España merece uno de tales informes. La participación de una institución de la experiencia, el prestigio y 
la independencia del Defensor del Pueblo aportaría las garantías debidas de profesionalidad, de rigor y de 
respeto a la privacidad de las víctimas.

En el ejercicio de sus funciones, el Defensor del Pueblo ha elaborado múltiples informes que han 
servido para mejorar la protección de diversos colectivos sociales ante la necesidad de actuación por 
parte de los poderes públicos. Así, por ejemplo, cabe citar el que realizó sobre las mujeres víctimas de 
violencia de género (Informe de 1998, que fue pionero en la denuncia de la violencia de género en 
nuestro país), las víctimas del terrorismo de ETA (Informe de 2016); consumidores vulnerables en 
materia de energía eléctrica (Informe de 2017), o sobre la población residente en la España vaciada 
(Informe sobre la situación demográfica en España, efectos y consecuencias de 2019), entre otros 
muchos ejemplos.

Estos informes no solamente analizan con detalle y desde la independencia de la institución estas 
situaciones, sino que también permiten realizar una lectura clara de cuáles deben ser las mejores 
alternativas que adopten los poderes públicos, para aportar una solución a las mismas. Los medios y 
autoridad que la ley atribuye al Defensor del Pueblo son elementos determinantes para poder obtener toda 
la información necesaria para analizar con detalle y precisión las problemáticas que se le plantean.

Con la finalidad de ayudarse en la preparación del informe, el Defensor del Pueblo se apoyará en una 
Comisión independiente de asesoramiento, integrada por expertos, de las administraciones públicas, de 
las asociaciones en defensa de los afectados, así como de la propia Iglesia católica.

Esta planificación asegura, además, la disposición de la autoridad y de los medios humanos, 
materiales y jurídicos precisos para realizar una labor exhaustiva y eficaz de investigación de los hechos 
y atención a las víctimas.

El informe, con sus conclusiones y recomendaciones, debe remitirse a las Cortes Generales y al 
Gobierno para la adopción de las medidas pertinentes.

El Parlamento, como legítimo representante de la ciudadanía, debe ejercer un protagonismo relevante 
en esta tarea. Por tanto, el informe debe presentarse formalmente ante el Pleno del Congreso de los 
Diputados y ser objeto de un debate a fondo, con participación de todos los grupos parlamentarios y las 
formaciones políticas.

A resultas de tal debate, los grupos parlamentarios y las formaciones políticas adoptarán sus propias 
decisiones en cuanto a las iniciativas a proponer y desarrollar.

Todo lo anterior, debe realizarse sin perjuicio de las actuaciones judiciales existentes o de las que, 
fruto de lo conocido en el estudio de las denuncias y la información disponible, pudieran ser iniciadas.

Por todo ello, se presenta la siguiente

Proposición no de Ley

«El Congreso de los Diputados encomienda al Defensor del Pueblo, Alto comisionado de las Cortes 
Generales para la defensa de los derechos fundamentales, que proceda a constituir una Comisión 
independiente, presidida por él, con el encargo de elaborar un Informe sobre las denuncias por abusos 
sexuales en el ámbito de la Iglesia católica y el papel de los poderes públicos.

Para la elaboración del Informe, la citada Comisión independiente de asesoramiento estará formada 
por personas expertas, y tendrá como objetivo contribuir a la determinación de los hechos y 
responsabilidades, a la reparación de las víctimas, y a la planificación de las políticas públicas orientadas 
a la prevención y atención de los casos de abusos sexuales sobre niños, niñas y adolescentes.

Tal informe será finalmente remitido, con sus conclusiones y recomendaciones, a las Cortes Generales 
y al Gobierno de España, para la adopción de las medidas necesarias en orden a cumplir con aquel objetivo.

El Defensor del Pueblo presentará, por el procedimiento reglamentario pertinente, su Informe ante el 
Pleno del Congreso de los Diputados, con la participación de los Grupos Parlamentarios en el debate 
subsiguiente.

Los Grupos adoptarán las iniciativas que consideren convenientes a la luz de las conclusiones y 
recomendaciones expuestas.
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Durante el desarrollo de los trabajos, el Defensor del Pueblo irá informando a la Comisión Mixta de 
Relaciones con el Defensor del Pueblo de los avances en el trabajo encomendado, por los cauces 
reglamentarios pertinentes.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 18 de febrero de 2022.—Los Portavoces del Grupo 
Parlamentario Socialista y del Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV). 

COMPETENCIAS EN RELACIÓN CON OTROS ÓRGANOS E INSTITUCIONES

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

232/000019
La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy, ha adoptado el acuerdo que se indica respecto 

del asunto de referencia.

(232) Recurso de inconstitucionalidad.

Autor: Tribunal Constitucional.

Sentencia dictada por el citado Tribunal en el recurso de inconstitucionalidad número 2313/2020, 
promovido por más de cincuenta Senadores del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, contra el 
apartado cinco de la disposición final cuarta de la Ley 10/2019, de 20 de diciembre, de Presupuestos 
Generales de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha para 2020.

Acuerdo:

Tomar conocimiento y trasladar a la Dirección de Estudios, Análisis y Publicaciones y a la Asesoría Jurídica 
de la Secretaría General, así como publicar en el Boletín Oficial de las Cortes Generales el encabezamiento 
y el fallo de la sentencia.

En ejecución de dicho acuerdo se ordena la publicación de conformidad con el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 22 de febrero de 2022.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por el magistrado don Pedro José González-Trevijano 
Sánchez, presidente; los magistrados don Juan Antonio Xiol Ríos, don Santiago Martínez-Vares García, 
don Antonio Narváez Rodríguez, don Ricardo Enríquez Sancho y don Cándido Conde-Pumpido Tourón; la 
magistrada doña María Luisa Balaguer Callejón; los magistrados don Ramón Sáez Valcárcel y don Enrique 
Arnaldo Alcubilla, y las magistradas doña Concepción Espejel Jorquera y doña Inmaculada Montalbán 
Huertas, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 2313-2020 interpuesto por cincuenta senadores del grupo 
parlamentario popular en el Senado contra el apartado cinco de la disposición final cuarta de la Ley 10/2019, de 
20 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha para 2020. Han 
comparecido y formulado alegaciones la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha y las Cortes de 
Castilla-La Mancha. Ha sido ponente el magistrado don Ramón Sáez Valcárcel.

[...]
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